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Informe EC 01/2026, de 7 de mayo de 2026, de la Junta Consultiva de 

Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

 

Asunto: Estructura de costes y fórmula de revisión de precios propuesta 

para la licitación del Servicio de Recogida y Transporte de Residuos 

Domésticos y Servicios Complementarios en varios municipios de la 

Mancomunidad de Trasierra-Tierras de Granadilla (Cáceres). 

 

I. ANTECEDENTES. 

Con fecha 1 de septiembre de 2025, tiene entrada en el registro electrónico de 

la Junta de Extremadura, solicitud del Consorcio Medioambiente y Aguas 

provincia de Cáceres (en adelante Consorcio MásMedio), dirigida a la Junta 

Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de 

Extremadura (en adelante JCCA), de “Informe Preceptivo revisión de precios 

para contrato de servicios de recogida de residuos Mancomunidad Trasierra-

Tierras de Granadilla (Cáceres)”, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

9.7 del Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 

2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española (en 

adelante RD 55/2017). 

A dicha solicitud se acompaña la siguiente documentación: 
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1. Anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia de Cáceres, de fecha 24 de 

abril de 2025, de Delegación de las competencias del Consejo de 

Administración del Consorcio MásMedio en su Vicepresidente. 

 

2. Resoluciones, de fecha 17 y 23 de julio de 2025, del Vicepresidente del 

Consorcio MásMedio, por las que se aprueba la Propuesta de estructura 

de Costes y Fórmula de Revisión de Precios (en adelante la Propuesta), se 

somete a información pública, ordena la publicación del anuncio en el 

BOP de Cáceres, y recaba el informe de la JCCA. 

 
3. Propuesta de estructura de costes y fórmula de revisión de precios para 

la licitación del Servicio objeto del presente informe. 

 
4. Anuncio en el BOP de Cáceres, de fecha 29 de julio de 2025, de 

Aprobación de la citada Propuesta y sometimiento de la misma a un 

trámite de información pública por el plazo de 20 días hábiles. 

 

5. Certificado, de 28 de agosto de 2025, de que la Propuesta ha 

permanecido expuesta a un período de información pública por plazo de 

veinte (20) días hábiles sin que se hayan presentado alegaciones. 

 
6. Informe de fecha 17 de julio de 2025, justificativo de la necesidad e 

idoneidad, de suscribir el contrato de servicios referenciado.  

 

7. Informe de la misma fecha sobre insuficiencia de medios. 

 

8. Informe sobre el procedimiento de contratación.  

 

9. Informe justificativo de los criterios de adjudicación. 

 

10. Y, por último, documentación relativa a la consulta a las empresas: 
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- Solicitud de estructuras de costes a 5 operadores económicos, así como 

las notificaciones realizadas a 4 de ellos y la expiración del último. 

- Remisión de estructura de costes por 3 operadores económicos. 

Con fecha de 2 de octubre de 2025, la JCCA efectúa requerimiento de 

subsanación al Consorcio MásMedio, solicitando ampliación/aportación de 

documentación. Dicho requerimiento fue atendido con fecha 14 de octubre 

de 2025, esto es, dentro del plazo otorgado al efecto, mediante el envío, de los 

siguientes documentos: 

1. Oficio de remisión, de Propuesta de estructura de costes y fórmula de 

revisión de precios, firmado por el Vicepresidente del Consorcio 

MásMedio, órgano de contratación del Consorcio MásMedio. 

2. Propuesta de Estructura de Costes y Fórmula de Revisión de Precios 

con modificaciones derivadas de observaciones realizadas por la JCCA. 

3. Estudio económico de los costes del servicio. No consta la remisión del 

estudio técnico, ni de los costes ni de los ingresos requerido. 

4. Solicitud remitida a los operadores económicos requiriendo estructura 

de costes de cada uno de ellos.  

La Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación 

Administrativa, en sesión celebrada el 7 de mayo de 2026, acuerda la emisión 

del presente informe sobre la base de las siguientes: 

 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS. 

1º.- Competencia de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de 

la Comunidad Autónoma de Extremadura y legitimación para solicitarle 

informe. 

El presente informe se emite en virtud de lo dispuesto en el artículo 9 del RD 

55/2017, que establece lo siguiente: 
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“Artículo 9.- Revisión periódica y predeterminada de precios en los contratos del 

sector público distintos a los contratos de obras y a los contratos de suministro de 

fabricación de armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas. 

(…) 

7. Para los contratos con un precio igual o superior a cinco millones de euros, el 

órgano de contratación incluirá en el expediente de contratación un informe 

preceptivo valorativo de la estructura de costes, emitido por el Comité Superior de 

Precios de Contratos del Estado.  

(…)  

En el caso de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, así como de 

los organismos y entidades de ellas dependientes, este informe podrá ser recabado del 

órgano autonómico consultivo en materia de contratación pública, si existiera. En 

caso contrario, deberá ser recabado del Comité Superior de Precios de Contratos del 

Estado.” 

En base a lo indicado por el Consorcio MásMedio en su Propuesta, el 

presupuesto base de licitación (IVA incluido) del Contrato, asciende a 

6.678.062,40€, constituyéndose esta cantidad como el precio inicial del 

contrato y atendiendo, a juicio del Consorcio  al cumplimiento de los 

criterios para la duración superior de los contratos de servicios, mencionados 

en el artículo 29.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público (en adelante LCSP), “se ha procedido a establecer el plazo de 

duración del contrato en DIEZ AÑOS (10 AÑOS), contados desde el día siguiente a 

la formalización del acta de inicio efectivo del servicio, SIN POSIBILIDAD DE 

PRÓRROGA”. 

Por tanto, con los datos proporcionados por el Consorcio MásMedio (precio 

del contrato superior a cinco millones de euros y periodo de recuperación 

de la inversión superior a 5 años) resulta preceptivo solicitar informe a esta 

JCCA. 



 

5 
 

Por lo que respecta a la legitimación, la petición de este informe ha sido 

formulada por el Vicepresidente del Consorcio MásMedio, en uso de las 

competencias conferidas por el artículo 12 de los Estatutos del Consorcio 

“Medioambiente y Aguas de Cáceres-MasMedio” (B.O.P. nº 218 de 16 de 

noviembre de 2023), y de la Delegación de competencias en contratación 

acordada por el Consejo de Administración del Consorcio MásMedio en la 

sesión de 31 de marzo de 2025 (B.O.P. nº 77 de 24 de abril de 2025). 

En cuanto al objeto del informe, éste se limita a los aspectos relativos al 

artículo 9.7 del RD 55/2017, valorando la estructura de costes de la actividad 

a contratar, sirviendo ésta como base para establecer el régimen de revisión 

de precios a aplicar en su caso, de conformidad con los principios de 

referenciación a costes y de eficiencia y buena gestión empresarial. Por tanto, 

el alcance de este informe implica el análisis de la propia estructura de costes, 

y la concurrencia de las condiciones para que proceda la correspondiente 

revisión de precios. 

 

2º.- Régimen jurídico aplicable.  

El régimen jurídico aplicable es el RD 55/2017, de 3 de febrero, por el que se 

desarrolla la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía 

española.  

Ambas normas, se aprobaron con el objetivo principal de establecer una 

nueva disciplina no indexadora en la contratación pública, de manera que la 

regla general pasa a ser la no revisión de precios de los contratos públicos. 

No obstante, estas normas consideran que resulta indispensable que el precio 

de algunos contratos se modifique en atención a las variaciones del costes de 

las materias primas y de otros factores, por lo que, en esos casos 

excepcionales determinados en la norma, si el órgano de contratación 

considera que la revisión de precios es indispensable para la correcta 
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ejecución del contrato, se permite aprobar un régimen de revisión periódica y 

predeterminada, siempre que la evolución de los costes lo requiera y que se 

vincule a la evolución de los índices que estén directamente relacionados con 

la actividad que se ejecuta. 

En el mismo sentido, el artículo 103.3 de la LCSP indica que, “en los supuestos 

en que proceda, el órgano de contratación podrá establecer el derecho a revisión 

periódica y predeterminada de precios y fijará la fórmula de revisión que deba 

aplicarse, atendiendo a la naturaleza de cada contrato y la estructura y evolución de 

los costes de las prestaciones del mismo”. 

Por tanto, todo ello ha supuesto un nuevo régimen jurídico de la revisión de 

precios de los contratos públicos, basándose en los principios de 

“referenciación a costes” y de “eficiencia y buena gestión empresarial”, recogidos 

en los artículos 3 y 4 del RD 55/2017. 

El principio de “referenciación a costes” supone que todo régimen de 

revisión deberá tomar como referencia la estructura de costes de la 

actividad cuyo valor monetario es objeto de revisión, ponderándose cada 

componente de costes en función de su peso relativo en el valor íntegro de 

dicha actividad. 

El valor integro de la actividad se debe entender como un concepto que va 

más allá del concepto de costes totales, al incluir no solamente la retribución 

de los bienes intermedios, factores productivos y capitales ajenos, sino 

también la retribución a los capitales propios, es decir, el beneficio. En 

consecuencia, el valor integro de la actividad será el precio del contrato. 

En el régimen de revisión sólo se incluirán aquellos costes que sean 

indispensables para la realización de la actividad, que sean compatibles 

con las normas establecidas en el Real Decreto 55/2017 y que estén 

directamente asociados a la misma. Estos se diseñarán de forma simétrica, es 
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decir, que los incrementos y disminuciones de los costes susceptibles de 

revisión darán lugar a revisiones al alza y a la baja, respectivamente. 

Conforme al principio de “eficiencia y buena gestión empresarial”, 

establecido en el artículo 4 del RD 55/2017, los regímenes de revisión 

únicamente podrán incluir las variaciones de costes que no estén sometidas 

al control del operador económico, y tomarán como referencia la estructura 

de costes correspondiente a una empresa eficiente y bien gestionada. A tal 

fin, la estructura de costes, que deberá estar justificada en la memoria que 

acompañe al expediente de contratación, se determinará atendiendo a las 

mejores prácticas disponibles en el sector en donde se encuadre la 

actividad y se podrán considerar indicadores objetivos de eficiencia los 

costes unitarios, la productividad o la calidad del bien o servicio a prestar. Se 

exigirá también el cumplimiento de los requisitos de calidad y obligaciones 

esenciales estipuladas en las normas de aplicación, pliegos o contratos 

relativos a la actividad correspondiente, como condición necesaria para la 

revisión. 

Asimismo, de acuerdo con el artículo 7 del RD 55/2017, las fórmulas en las 

revisiones periódicas y predeterminadas se establecerán conforme a los 

principios anteriores y los costes que incluyan deberán ser significativos, 

entendiendo por tal aquel que represente como mínimo el 1 % del valor 

íntegro de la actividad. No incluirán los costes financieros, amortizaciones, 

los gastos generales o de estructura, ni el beneficio industrial. 

Podrán incluir los costes de mano de obra siempre y cuando sean un coste 

significativo, con el límite de que el incremento repercutible de los mismos 

no podrá ser superior al incremento experimentado por la retribución del 

personal al servicio del sector público. 

El artículo 9 del RD 55/2017, regula la revisión periódica y predeterminada 

de precios en los contratos del sector público distintos a los contratos de 

obras y a los contratos de suministro de fabricación de armamento y 
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equipamiento de las Administraciones Públicas, debiendo tenerse en cuenta 

además la modificación operada en el artículo 103 de la LCSP, mediante la 

disposición final séptima de la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Estas 

disposiciones establecen las condiciones en que procederá dicha revisión en 

una serie de contratos, entre los que se encuentran el que es objeto de este 

Informe. 

 

3º.- Comprobación de la concurrencia de los requisitos exigibles para que 

proceda la revisión de precios. 

Con el objetivo de determinar si el contrato remitido por el Consorcio 

MásMedio es susceptible de revisión de precios, y considerando que se trata 

de un contrato de Servicios y que no existe fórmula tipo aprobada por el 

Consejo de Ministros, los precios de estos contratos podrán ser objeto de 

revisión si se cumplen los requisitos previstos en el artículo 9 del RD 55/2017 

y en el artículo 103 de la LCSP: 

1) Transcurso del plazo de 1 año desde la formalización del contrato. 

En este sentido, en la cláusula 5 del PCAP, se indica que la fórmula de 

revisión de precios será aplicable cuando cumpla, entre otros, el 

requisito de haber transcurrrido un año desde la formalización del 

contrato, 

2)  Ejecución de, al menos, el 20 por ciento del importe del contrato. 

En el mismo sentido anterior, la citada cláusula 5 del PCAP, determina 

para aplicar la fórmula de revisión de precios como otro requisito 

haber ejecutado al menos el 20% del importe del contrato  

3) El periodo de recuperación de la inversión del contrato sea igual o 

superior a cinco años. 
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Respecto a la comprobación del cumplimiento de este requisito, se 

abordará al final del apartado “4º.-Análisis de la propuesta de la estructura de 

costes”, en la medida que la estructura de costes es la base para obtener los 

parámetros objetivos necesarios para realizar el cálculo del periodo de 

recuperación de la inversión (en adelante PRI) conforme a la fórmula 

establecida en el artículo 10.2 del RD 55/2017. 

4) La revisión periódica y predeterminada de precios está prevista en 

los pliegos. 

Se constata que la revisión está prevista en la cláusula 5 del PCAP, 

detallándose la fórmula de revisión aplicable, que será objeto de 

estudio en un apartado posterior (5º.-Análisis de la Fórmula de 

revisión propuesta). 

5) La revisión no podrá tener lugar una vez transcurrido el período 

de recuperación de la inversión. 

Igualmente, en la cláusula 5 del PCAP, se determina tal circunstancia. 

6) Cuando no exista fórmula tipo aprobada por el Consejo de Ministros, 

el órgano de contratación deberá justificar el cumplimiento del 

principio de eficiencia y buena gestión empresarial. 

La verificación de la observancia de esta condición se abordará en el 

siguiente apartado “4º.-Análisis de la propuesta de la estructura de costes”.  

 

4º.- Análisis de la estructura de costes propuesta.  

El objeto de este apartado del informe es valorar la estructura de costes de la 

actividad objeto del contrato, sirviendo ésta como base para establecer el 

régimen de revisión de precios a aplicar en su caso, de conformidad con los 

principios de eficiencia y buena gestión empresarial, y de referenciación a 

costes recogidos en el RD 55/2017. 
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a) Principio de eficiencia y buena gestión empresarial. 

En consonancia con lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 9 del RD 

55/2017, al no existir fórmula de revisión aprobada por el Consejo de 

Ministros en este tipo de contratos, el órgano de contratación justificará el 

cumplimiento del principio de eficiencia y buena gestión empresarial 

según lo dispuesto en los apartados 7 y 8 del citado artículo.  

Conforme a este principio, recogido en el artículo 4 del RD 55/2017, 

únicamente podrán incluirse en los regímenes de revisión las variaciones 

de costes que no estén sometidas al control del operador económico, y 

tomarán como referencia la estructura de costes de una empresa eficiente y 

bien gestionada, pudiendo considerarse indicadores objetivos de eficiencia 

los costes unitarios, la productividad o la calidad del bien o servicio a 

igualdad de precio.  

En este sentido, el Consorcio MásMedio, indica que ha solicitado a cinco 

operadores económicos del sector la remisión de sus respectivas estructuras 

de costes, obteniendo la respuesta de tres de ellos. Sin embargo, tanto la 

documentación requerida por el Consorcio, como la remitida por los 

operadores adolece de las siguientes deficiencias: 

- En relación con la solicitud formulada a los operadores, se justifica por 

parte del Consorcio MásMedio que todos ellos son empresas 

reconocidas y con larga trayectoria a nivel regional y nacional, 

indicándose, en el apartado 4.1.Operadores económicos del sector de la 

Propuesta, que se les requiere “Remisión de la estructura de costes para el 

establecimiento de la fórmula de revisión de precios en próximas licitaciones del 

contrato del servicio de recogida y transporte de residuos domésticos y servicios 

complementarios en varios municipios de la provincia de Cáceres” y “esta 

información deberá contener la cuantificación y/o porcentaje del coste” de una 

serie de partidas, “así como otros costes que, de forma justificada, se 

consideren significativos para el desarrollo del servicio público”. 
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Revisada esta solicitud, se observa que es excesivamente genérica y poco 

adaptada a las características concretas del servicio, puesto que, aunque 

se mencionan determinadas partidas obligatorias (personal, 

mantenimientos, lubricantes y carburantes, amortizaciones y 

financiación), no se aportan datos esenciales (como inversiones previstas, 

antigüedad de vehículos o parámetros de amortización) ni se concreta el 

contexto operativo del contrato.  

Tampoco se exigen los importes económicos de las distintas partidas (o el 

importe total del contrato), contraviniendo el artículo 3.1 del RD 55/2017. 

Esta falta de precisión ha dado lugar a que cada operador considere 

partidas diferentes y les asignen porcentajes no comparables entre sí ni 

con la Propuesta elaborada por el Consorcio MásMedio. La ausencia de 

datos técnicos suficientes y homogéneos dificulta la elaboración de un 

criterio unificado de estructura de costes. 

- En relación con las respuestas de los operadores, presentan notables 

diferencias entre sí, tanto en las partidas incluidas como en los 

porcentajes asignados, e incluso uno de ellos (Interlun, S.L.) aporta 

rangos en lugar de valores fijos. Ninguna respuesta incorpora importes 

económicos de las partidas ni del servicio completo, limitándose a 

proporciones genéricas que podrían aplicarse a municipios con 

características muy distintas. 

Asimismo, no se incluyen elementos relevantes como vehículos en 

renting, gastos generales o beneficio industrial, probablemente debido a 

que no fueron solicitados explícitamente. Ello contrasta con el hecho de 

que sí se requirió la información relativa a costes de financiación, pese a 

que no aparecen posteriormente en la Propuesta del Consorcio. 

Existe además una falta de coherencia entre las partidas consideradas 

por las empresas y las empleadas por el Consorcio MásMedio, que 
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realiza subdivisiones distintas (por ejemplo, en instalaciones o en 

sistemas informáticos), lo que refuerza la idea de que la información 

recibida no fue homogénea ni completa. Tampoco consta que se haya 

pedido a los operadores una subsanación de las carencias detectadas. 

En relación con el trámite de información pública previo a la aprobación de 

la estructura de costes, ha quedado debidamente acreditado. 

Se ha constatado también que el Consorcio MásMedio ha remitido la 

pertinente Propuesta de estructura de costes y Fórmula de Revisión de 

precios a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la 

Comunidad Autónoma de Extremadura solicitando el informe preceptivo de 

este órgano autonómico. 

En consecuencia, aunque se han cumplido parcialmente los requisitos del 

artículo 9.7 RD 55/2017, la estructura de costes no se fundamenta en 

información completa, homogénea ni suficientemente precisa, debido a 

deficiencias en la solicitud y en el tratamiento de los datos aportados por los 

operadores, por lo que se estima que no se ha respetado íntegramente el 

principio de eficiencia y buena gestión empresarial. 

b) Principio de “referenciación a costes”. 

Recogido en el artículo 3 del RD 55/2017, supone que todo régimen de 

revisión deberá tomar como referencia la estructura de costes de la 

actividad cuyo valor monetario es objeto de revisión, ponderándose cada 

componente de costes en función de su peso relativo en el valor íntegro de 

dicha actividad. Dicho valor íntegro incluye tanto la retribución de los 

bienes intermedios, factores productivos y capitales ajenos como la 

correspondiente a los capitales propios, es decir, el beneficio (en 

consonancia con lo recogido en el Preámbulo del RD 55/2017). De manera 

que únicamente se tendrán en cuenta los costes directamente asociados a las 

actividades retribuidas por los valores monetarios susceptibles de revisión, 
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teniendo en cuenta que, si el operador económico realizase varias 

actividades, la revisión de los valores se realizará de forma separada y para 

los costes comunes a las distintas actividades se deberá explicitar los criterios 

de imputación utilizados. 

Igualmente, en el Preámbulo, se indica que, en el ámbito de la contratación 

pública, el valor íntegro de la actividad será el precio del contrato, por ser 

toda la remuneración a percibir por el contratista, especificándose en el 

artículo 6.3 del RD 55/2017 que se entenderá por “precio de los contratos, 

las retribuciones satisfechas al contratista por la Administración o por los 

usuarios”. 

En consonancia con lo anterior, el artículo 101.1.a) de la LCSP establece lo 

siguiente referente al valor estimado: “en el caso de los contratos de obras, 

suministros y servicios, el órgano de contratación tomará el importe total, sin incluir el 

Impuesto sobre el Valor Añadido, pagadero según sus estimaciones.”. 

Por su parte, el artículo 101.2 de la LCSP determina que, “en el cálculo del valor 

estimado deberán tenerse en cuenta, como mínimo, además de los costes derivados de la 

aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se deriven de la 

ejecución material de los servicios, los gastos generales de estructura y el beneficio 

industrial”. 

Las partidas que constituyen la estructura de costes del servicio presentada 

por el Consorcio MásMedio se desglosan en el punto 4.3. Costes considerados 

para la fórmula de revisión de precios de la Propuesta, donde el órgano de 

contratación detalla que “en relación con la estructura de costes que ha de tomarse 

como referencia en los trabajos de preparación del expediente de licitación, se realizó 

un estudio económico y técnico del servicio de recogida de residuos domésticos” de 

los 12 municipios a los que concierne, “que se puede encontrar en otros documentos 

de los pliegos que rigen la presente propuesta y el resumen de los costes en el Anexo 

4”. Se constata que en dicho apartado se incorpora la Tabla 1. Estructura de 

costes simplificada siguiente:  
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TABLA 1. ESTRUCTURA DE COSTES SIMPLIFICADA 

Estructura de costes del servicio propuesta 

APARTADO CONCEPTO DEL GASTO %  COSTE 

1 Gastos de Personal 28,50% 173.015,18 

2 Gastos de Bienes Corrientes y Servicios 30,47% 184.989,96 

2.a) Costes variables Maquinaria y Equipos 20,86% 126.600,73 

2.a.i Carburante y lubricantes 10,36% 62.905,09 

2.a.ii Mantenimiento y reparaciones 10,50% 63.695,64 

2.b) Costes Fijos de Maquinaria y Equipos 5,34% 32.490,00 

2.b.i Vehículos en Renting 4,84% 29.450,00 

2.b.ii Seguros, tasas e impuestos 0,50% 3.040,00 

2.c) Otros costes 4,27% 25.899,23 

2.c.i Alquiler de Instalaciones 1,77% 10.800,00 

2.c.ii Suministros 0,54% 3.240,00 

2.c.iii Mantenimiento de instalaciones 0,20% 1.200,00 

2.c.iv Vestuario del Personal, EPIs y PRL 48,00% 2.880,00 

2.c.v Equipos Informáticas 0,43% 2.583,10 

2.c.vi Aplicaciones informáticas 0,52% 3.146,13 

2.c.vii Administración general 0,34% 2.050,00 

3 Gestión de residuos 23,16% 140.608,91 

4 Amortizaciones (maquinaria, instalaciones, etc) 8,78% 53.291,94 

5 Gastos Generales (4% S/Coste Servicio) 3,64% 22.076,24 

6 Beneficio Industrial (6% S/Coste Servicio) 5,45% 33.114,36 

  TOTAL COSTE DEL SERVICIO 100,00% 607.096,59 
 IVA 10,00% 60.709,66 
 TOTAL (IVA INCLUIDO)   667.806,25 

 

Puesto que entre la documentación inicialmente remitida no se encuentra el 

estudio económico y técnico mencionado como soporte de la Estructura de 

costes indicada, se le requiere su aportación, remitiendo el Consorcio 

MásMedio un estudio económico incompleto, que parece más bien un Excel 

preparatorio, y que sigue resultando ser excesivamente resumido, puesto que 

no desglosa suficientemente los costes ni detalla ninguno de los conceptos 

que forman parte de la partida de los ingresos, y no responde a todas las 

explicaciones solicitadas. En ningún caso se remite documento alguno que se 

asimile a un estudio técnico que especifique las características del actual 

servicio ni justifique las necesidades futuras que se pretenden cubrir con el 

nuevo contrato y, por tanto, condicione la remuneración al adjudicatario en 

base a los ingresos previstos de la actividad. 
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Por otro lado, existen algunas discrepancias entre la Tabla 1 y el Anexo 4, en 

cuanto a conceptos e importes, cuya solicitud de explicación no ha sido 

atendida por el órgano de contratación: 

- Mantenimiento y reparaciones: En la Tabla 1 asciende a 63.695,64€, sin 

embargo, en el Anexo 4 se adjudica a este concepto el importe de 8.200€ 

únicamente. 

- Suministros: En la Tabla 1 supone 3.240€, y si se revisa el Anexo 4 los 

contratos de agua potable y los costes de energía eléctrica suman 3.000€ 

- Respecto a las distintas partidas que engloba la parte de informática y 

telefonía, mientras que en la Tabla I (recogida en el apartado Otros costes) 

sumarían 5.729,23€ (equipos informáticos-2.583,10€- y aplicaciones 

informáticas-3.146,13€-), en el Anexo 4 suponen 5.969,23€ (equipamiento 

embarcadero vehículos-2.583,10€- y costes software gestión de servicios-

2.105,63€- encuadrados en la partida de Plataforma de gestión y Telefonía 

e Informática). 

- La partida Seguros, tasas e impuestos recogida en la Tabla 1 recoge 3.040€ 

y está dentro de Costes Fijos de Maquinaria y Equipos, mientras que en el 

Anexo 4 se encuadra en Costes de Administración General (2.050€), por un 

total de 1.000€, junto con Otros costes (formación ambiental en colegios, 

centros,…) que ascienden a 1.050€. Curiosamente, la partida de 

Administración general recogida en la Tabla 1, por un total de 2.050€, 

pertenece a Otros costes. 

No obstante lo indicado anteriormente, el Consorcio MásMedio explica: 

“siguiendo los criterios marcados por el R.D. 55/2017, las respuestas recibidas por 

parte de las empresas consultadas y las condiciones económicas, administrativas y 

técnicas del contrato, se elabora la siguiente propuesta de costes a incluir en la 

fórmula de revisión”, teniendo en cuenta que “según R.D. 55/2017, los costes de 

amortización y financiación de la inversión  no son revisables, tampoco son revisables 
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aquellos costes directos que estén asociados a gastos generales o de estructura, u otros 

costes fijos que pueden ser controlados por el operador”:  

 

APARTADO CONCEPTO DEL GASTO % 

1 Gastos de Personal 28,50% 

2 Costes variables 
Maquinaria y Equipos 

  

2.i Carburante y lubricantes 10,36% 

2.ii Mantenimiento y 
reparaciones 

10,50% 

3 No revisable 50,64% 

  TOTAL COSTE DEL 
SERVICIO 

100,00% 

Tabla 2. Costes a incluir en la fórmula de revisión 

Si bien la propuesta diferencia entre los costes revisables y los no 

revisables que integran la fórmula de revisión, no se incluyen todos los 

elementos de coste indispensables, de acuerdo con lo señalado por el 

Consorcio MásMedio, para una correcta ejecución del contrato y se detectan 

discrepancias en las distintas partidas de gasto, según la referencia utilizada 

por el órgano de contratación (Tabla 1 frente a Anexo 4). 

En conclusión, la estructura de costes propuesta no incluye todos los 

elementos de coste indispensables, de acuerdo con lo señalado por el propio 

órgano de contratación, para una correcta ejecución del contrato y no se 

puede hacer pronunciamiento sobre si la ponderación en relación con el 

valor íntegro, es decir, sobre el precio del contrato, está correctamente 

calculada conforme a lo establecido en el RD 55/2017 y en la LCSP; por lo 

que, se considera que no se ha observado el principio de referenciación a 

costes en su totalidad. 
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c) Examen del periodo de recuperación de la inversión del contrato. 

El artículo 29.4 de la LCSP fija que los contratos de suministros y servicios 

de prestación sucesiva no pueden superar los cinco años de duración, salvo 

que, de forma excepcional, pueda autorizarse un plazo mayor únicamente 

cuando sea necesario para garantizar el período de recuperación de las 

inversiones directamente vinculadas al contrato, siempre que dichas 

inversiones no puedan reutilizarse en otras actividades del contratista o su 

uso alternativo resulte antieconómico. Estas circunstancias deben justificarse 

en el expediente, detallando las inversiones afectadas y su período de 

recuperación. 

El artículo 29.9 remite al artículo 10 del RD 55/2017 para el cálculo del 

período de recuperación de la inversión, definido como el tiempo necesario 

para recuperar las inversiones realizadas para la correcta ejecución del 

contrato, incluyendo las exigencias de calidad y precio, y permitiendo al 

contratista obtener un beneficio razonable en condiciones normales de 

explotación. 

Para la determinación de este periodo de recuperación debe aplicarse la 

siguiente fórmula matemática: 

 

En esta desigualdad, “t” son los años medidos en números enteros, “FCt” 

el flujo de caja esperado en el año “t” y “b” la tasa de descuento a aplicar, 

cuyo valor será el rendimiento medio en el mercado secundario de la Deuda 

del Estado a diez años de los últimos seis meses, incrementado en un 

diferencial de 200 puntos básicos, tomando como referencia para dicho 

cálculo los datos publicados por el Banco de España en el Boletín del 

Mercado de Deuda Pública.  
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Asimismo, el flujo de caja esperado en el año “t” será la suma del flujo de 

caja procedente de las actividades de explotación y del flujo de caja 

procedente de las actividades de inversión, de acuerdo con las directrices 

marcadas por los apartados a) y b) del mencionado artículo 10 del RD 

55/2017. 

Así, procederá la revisión periódica y predeterminada de precios, 

transcurridos 2 años desde la formalización del contrato y ejecutado al 

menos el 20 por ciento de su importe, si se cumple con lo establecido en el 

artículo 9.2.a) del RD 55/2017, y el resto de requisitos establecidos en el 

mismo.  

Respecto al PRI, cuyo cálculo se incorpora en el Anexo 1, se trasladan las 

explicaciones más significativas vertidas por el Consorcio MásMedio en el 

apartado 3.Período de recuperación de la inversión de la Propuesta, que inciden 

sobre el estudio del mismo: 

- “De acuerdo con el dimensionamiento y estudio de costes estimado 

realizado y el cálculo del período de recuperación de la inversión, que se 

adjunta en el Anexo 1, se establece para este contrato un período de 

amortización de 7 años”. 

- “No se concreta ni se justifica el valor residual de los activos, puesto que se 

determina que dichos activos no tendrán valor residual al finalizar el contrato 

en 10 AÑOS, debido a las características de los tipos de activos (vehículos, 

contenedores, etc) en este tipo de contratos”. 

- “El marco normativo vigente, establece en la LCSP, en su art. 29, la duración 

máxima de los contratos y prestación de servicios en cinco años. Sin embargo, 

habilita de manera excepcional la ampliación de la duración en el apartado 4 del 

artículo: 

“[…] en los contratos de servicios se podrá establecer un plazo de duración 

superior, […] cuando lo exija el período de recuperación de las inversiones 
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directamente relacionadas con el contrato y estas no sean susceptibles de 

utilizarse en el resto de la actividad productiva del contratista […]”. 

Así, debido a las características del contrato y conforme a las precisiones 

recogidas en la normativa mencionada el Consorcio MásMedio, ha procedido a 

establecer el plazo de duración del contrato en DIEZ AÑOS (10 AÑOS), 

porque es necesario para la continuidad de tratamientos a los usuarios, en los 

que el cambio del prestador va a repercutir negativamente si se estableciera un 

plazo de duración del contrato inferior a 10 años. Situación reflejada en el art. 

29.4 de la LCSP, que permite establecer un plazo de duración mayor. 

Los factores que el Consorcio MásMedio considera que pueden repercutir 

negativamente si se estableciera un plazo de duración del contrato inferior a 10 

años, son: 

• Incremento de los periodos de perdida de continuidad en el servicio, que 

pueden afectar en la cadena de recogida y tratamiento de los residuos. 

• Ineficiencias en los procesos del servicio, debido al periodo de adaptación del 

nuevo prestador. 

• Costos adicionales asociados a la transición del nuevo prestador. 

• Impacto ambiental negativo en el servicio producido por la adaptación del 

nuevo prestador que puede afectar a la imagen local y atractivo para el turismo 

y la inversión”. 

Expuesto lo anterior, y una vez analizada la documentación aportada, 

tanto inicialmente como la remitida/subsanada previa petición, se realizan 

una serie de observaciones en relación con el cálculo del PRI que se incluye 

en la propuesta, para que sean tenidas en cuenta por el Consorcio Másmedio 

a la hora de recalcular dicho periodo: 

1º) En relación con el cálculo de la tasa de descuento b, incluido en el 

Anexo 2 de la Propuesta, el Órgano de contratación ha tomado como 
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referencia los datos diarios (lunes a viernes) desde el 1 de diciembre de 2024 

hasta el 30 de mayo de 2025 (6 meses previos a la realización de la propuesta) 

del Tipo de interés. Mercados de deuda pública. Bonos y obligaciones del 

Estado no segregados. Conjunto del mercado. Oper. simples al contado a 10 

años, publicado por el Banco de España. De acuerdo con sus cálculos 

b=5,168%, redondeando a dos cifras decimales 5,17%. 

2º) En relación con el PRI, el Anexo 1 recoge el cálculo del período de 

recuperación, infiriendo un período de recuperación de 7 años. No obstante, 

se realizan las siguientes puntualizaciones: 

- En respuesta al requerimiento de un desglose más detallado de ingresos 

y gastos para clarificar sus conceptos y cálculos y una revisión cruzada 

entre la Tabla 1 (apartado 4.3) y la Tabla 4 (Anexo 1) para depurar 

diferencias en importes y conceptos de gasto, el Consorcio MásMedio 

incorpora el siguiente párrafo: “Para las partidas de ingreso y de gasto, se 

puede encontrar un mayor desglose de las mismas en el documento Excel del 

Periodo de Recuperación de la Inversión del Contrato que rigen la presente 

propuesta, y ha sido facilitado por el Consorcio MásMedio” y remite un Excel 

que denomina “251010_MM_Estudio RP_RSU_TTG_Def. Este 

documento, si bien tiene un mayor detalle de los cálculos de las 

partidas de gasto (incorpora simulación de la aplicación de la fórmula 

de revisión, tablas de estudio de estructura de costes, amortización del 

préstamo,…), omite el detalle numérico del cálculo de ingresos (tarifas, 

volúmenes, aportaciones,…), que evidencie su fundamento real y la 

sostenibilidad del equilibrio económico, y no la adecuación de los 

ingresos a los costes establecidos en la estructura de coste, como parece 

desprenderse de la Propuesta formulada. Además, no se traslada la 

resolución de las discrepancias existentes entre los documentos 

mencionados. 
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- El PRI debería incorporar todos los costes efectivamente soportados, 

incluidos garantía definitiva, cánones, costes financieros de actividades 

de inversión,… así como cualquier otro coste estrictamente necesario 

para el funcionamiento ordinario del servicio, puesto que la exclusión 

de cualquiera de los costes necesarios para la prestación distorsionaría 

el flujo de caja real y, por tanto, el período de recuperación resultante. 

 

- La afirmación de que no existe valor residual de los activos parece no 

corresponderse con las cláusulas del PPT de compensación por 

deterioro, salvo justificación adicional, siendo necesario cuantificar el 

valor residual estimado según la vida útil de los activos y reflejarlo en 

el flujo final del PRI (como flujo positivo en la partida de inversión, al 

final de la vida útil de los activos, que deberían detallarse para un 

mayor rigor). 

3º) El plazo de 10 años de duración del contrato, basado en la 

excepcionalidad respecto a la duración máxima de los contratos recogida en 

el art. 29.4 de la LCSP, solo puede justificarse si se aportan datos 

cuantitativos concretos, que demuestren que los 3 años adicionales al PRI son 

necesarios y proporcionados. Sin embargo, no se considera aplicable a las 

características de este servicio los argumentos esgrimidos por el Consorcio 

MásMedio: 

- En primer lugar, la justificación se fundamenta en el artículo 29.4 de la 

LCSP, que contempla la necesidad de continuar tratamientos de 

usuarios. Sin embargo, la previsión contemplada en este artículo se 

encuentra alineada con la Directiva 2014/24/UE, considerando 114, y 

con la propia LCSP, que limita esta excepción a servicios a las 

personas, concretamente ciertos servicios sociales, sanitarios 

(incluidos farmacéuticos) y educativos. Además, al hilo de estos 

preceptos, el Informe 66/2022, de 25 de mayo de 2023, de la Junta 

Consultiva Pública del Estado, concluye que “no cabría, a juicio de 
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esta Junta, una interpretación extensiva de la citada expresión habida 

cuenta de su condición de excepción a lo dispuesto con carácter general para la 

duración de los contratos”.  

Por lo tanto, se entiende que el art. 29.4 de la LCSP base de la 

justificación para ampliar el plazo del contrato, se refiere a servicios 

muy tasados referidos a servicios sociales, sanitarios y educativos que 

no tienen ninguna relación con el objeto de este contrato: “servicio de 

recogida y transporte de residuos domésticos y servicios complementarios”.  

- En segundo lugar, se argumenta que una duración del contrato inferior 

a 10 años podría repercutir negativamente en el servicio, debido a la 

pérdida de continuidad, la adaptación del nuevo prestador y los costes 

adicionales asociados a la transición, lo que incluso podría afectar a la 

imagen local y al atractivo turístico y de inversión. No obstante, esta 

justificación no se considera plenamente válida, ya que dichas 

eventualidades se presentan de forma habitual en cada cambio de 

contrato y es el órgano de contratación quien debe ser consciente de 

ello, de las particularidades del servicio y de las limitaciones que las 

leyes establecen a este respecto.  

A la vista de las premisas anteriores se concluye, por un lado, que no se ha 

calculado correctamente el PRI conforme al apartado a) del artículo 9.2 del 

RD 55/2017 y, en consecuencia, procede recalcular el PRI de acuerdo con lo 

dispuesto en el RD 55/2017 y, por otro lado, no se determina la duración del 

contrato de acuerdo con el artículo 29.4 de la LCSP, por lo que debe 

ajustarse el contrato objeto de la prestación a dicho plazo o, en caso 

contrario, justificarse debidamente su ampliación. 
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5º. Análisis de la Fórmula de revisión propuesta. 

La estructura de costes ha de servir como base para determinar el régimen de 

revisión de precios.  

Por los principios de referenciación a costes y de eficiencia y buena gestión 

empresarial, el régimen de revisión de precios únicamente tendrá en cuenta 

las variaciones de costes que no estén sometidas al control del operador 

económico. Los costes que podrán ser objeto de revisión serán aquellos que 

sean indispensables, que estén directamente asociados a la prestación del 

servicio y tengan la consideración de significativos, es decir, que representen 

como mínimo el 1% del valor íntegro del contrato.  

En relación con los costes laborales, el incremento repercutible como 

consecuencia de la revisión de sus valores no podrá ser superior al 

incremento que experimenten las retribuciones del personal al servicio del 

sector público.  

El régimen de revisión de precios no podrá incluir las variaciones de los 

costes financieros, amortizaciones, los gastos generales o de estructura ni el 

beneficio industrial y se diseñará de forma simétrica, de tal manera que, en 

ausencia de variación de costes no se produzca variación monetaria alguna, y 

en casos de incrementos o disminuciones de costes susceptibles de revisión 

se originen revisiones al alza o a la baja respectivamente.  

El artículo 7.4 del RD 55/2017 estipula que la fórmula de revisión de precios 

deberá utilizar para cada uno de los elementos de coste un precio individual o 

un índice específico de precios que permita reflejar la variación del elemento de 

coste susceptible de revisión, variación que deberá presentar un carácter 

recurrente. Además, los índices utilizados deberán tener la mayor 

desagregación posible, estar disponibles al público en general y no ser 

modificables unilateralmente por el operador económico beneficiario de la 

revisión de precios. 
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Esta fórmula, de conformidad con el artículo 103.4 de la LCSP, no se podrá 

modificar durante la vigencia del contrato y determinará la revisión de 

precios en cada fecha respecto a la de formalización del contrato, siempre que 

se produzca en los tres meses siguientes a la finalización del plazo de 

presentación de ofertas, o respecto a la fecha en que termine dicho plazo de tres 

meses, si la formalización se produce con posterioridad. 

Por su parte, el artículo 4.2 de la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de 

desindexación de la economía española fija, entre otros aspectos, que para 

aprobar un régimen de revisión periódica y predeterminada de precios es 

necesario la existencia de una naturaleza recurrente en la variación de los 

costes de la actividad. En este sentido el artículo 9.2 del RD 55/2017 establece 

que “…, el órgano de contratación deberá justificar el carácter recurrente de la 

variación de los distintos componentes de costes a considerar en la fórmula de 

revisión de precios,…”. Deberá justificarse asimismo que los índices elegidos 

son aquellos que, con la mayor desagregación posible de entre los 

disponibles al público, mejor reflejen la evolución del componente de coste 

susceptible de revisión en cuestión. 

Teniendo en cuenta lo anterior, si partimos de la Tabla 2.Costes a incluir en la 

fórmula de revisión recogida en la propuesta remitida, el Consorcio MásMedio 

distingue, para la determinación de la fórmula de revisión, entre costes 

revisables y no revisables, considerando como costes sujetos a revisión de 

precios los relativos al Gastos de personal, Carburante y lubricantes y 

Mantenimiento y reparaciones y como no revisables el resto (Costes Fijos de 

Maquinaria y Equipos, Otros Costes, Gestión de residuos, Amortizaciones, 

Gastos Generales y Beneficio Industrial);  
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APARTADO CONCEPTO DEL GASTO % 
1 Gastos de Personal 28,50% 

2 
Costes variables 
Maquinaria y Equipos 

20,86% 

2.i Carburante y lubricantes 10,36% 

2.ii 
Mantenimiento y 
reparaciones 

10,50% 

3 No revisable 50,64% 

  
TOTAL COSTE DEL 
SERVICIO 

100,00% 

Tabla 2.Costes a incluir en la fórmula de revisión 

Se constata que los costes considerados como revisables tienen la condición 

de ser costes indispensables, estar directamente asociados a la actividad, ser 

significativos al representar un porcentaje no inferior al 1% sobre el valor 

íntegro del contrato y, no estar sometidos al control del operador económico.  

Asimismo, como se señaló previamente, la revisión periódica y 

predeterminada de precios está prevista en los pliegos (Cláusula 5 del 

PCAP), de forma que se aplicará, en base a la siguiente fórmula: 

 

Siendo: 

E0: Coste de explotación directa del servicio de recogida y transporte de 

residuos domésticos y asimilados al momento de formalizar el contrato. 

Et: Coste de explotación del servicio de recogida y transporte de residuos 

domésticos y asimilados en la fecha de revisión de precios 

Y el valor del coeficiente de revisión Kt resultará de la aplicación de la 

siguiente expresión: 

Et = Kt  x E0 
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Donde cada componente se define como: 

P: Coeficiente de ponderación de los costes de personal en tanto por uno, que 

para el caso actual es de 0,2850. 1 

Vt: Índice de variación salarial media pactada a nivel estatal del sector: 

recogida, tratamiento y eliminación de residuos, publicada por el Ministerio 

de Trabajo y Economía Social, siendo t el valor de V en tanto por uno, para 

cada año desde la formalización del contrato hasta el año en que se realiza la 

revisión de precios. 

 

C: Coeficiente de ponderación de costes de carburantes y lubricantes en tanto 

por uno, igual a 0,1036. 

E0: Índice de variación a nivel nacional del IPC para la clase “carburantes y 

lubricantes” publicado por el Instituto Nacional de Estadística (INE), en la 

fecha de formalización del contrato. 

Et: Índice de variación a nivel nacional del IPC para la clase “carburantes y 

lubricantes” publicado por el Instituto Nacional de Estadística (INE), en la 

fecha de revisión de precios. 

M: Coeficiente de ponderación de costes de mantenimiento y reparaciones en 

tanto por uno, igual a 0,1050.  

 
1 En el apartado 4.5 de la Propuesta se indica expresamente “Para la mano de obra, el art. 5 del R.D. 
55/2017, establece como límite superior de revisión el incremento experimentado por la retribución 
del personal al servicio del sector público, conforme a las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado.” 
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R0: Variación estatal del índice nacional de precios industriales en la clase 

“Reparación de productos metálicos, maquinaria y equipo”, publicado por el 

INE, en la fecha de formalización del contrato. 

Rt: Variación estatal del índice nacional de precios industriales en la clase 

“Reparación de productos metálicos, maquinaria y equipo”, publicado por el 

INE, en la fecha de revisión de precios. 

D: Coeficiente de ponderación de los costes no revisables, en tanto por uno, 

igual a 0,5064. 

Obteniendo finalmente, la fórmula de revisión de precios con los coeficientes:  

 

 

Se puede verificar que: 

 

- De acuerdo con el artículo 103.4 de la LCSP, se determina la revisión de 

precios respecto a la fecha de formalización del contrato y la 

invariabilidad de la fórmula durante la vigencia del contrato.  

- Se justifica el carácter recurrente de la variación de los distintos costes 

de la fórmula de revisión, mediante las gráficas incorporadas en el 

apartado 4.4.Justificación de los costes revisables considerados de la 

Propuesta, de acuerdo con el artículo 4.2 del RD 55/2017. 

En base a lo anteriormente expuesto, se hace preciso realizar las siguientes 

puntualizaciones:  



 

28 
 

- Si bien se constata que los valores otorgados a estos coeficientes han sido 

ponderados sobre el precio íntegro del contrato (al tomar como 

referencia los porcentajes establecidos en la tabla 2 del apartado 4.3 de la 

Propuesta) y que las ponderaciones establecidas suponen el 100 % de los 

costes en que incurrirá el adjudicatario del contrato, se plantean dudas 

acerca de los valores absolutos otorgados a los coeficientes. 

- Respecto a los costes de Carburantes y lubricantes, y Mantenimiento y 

Reparaciones de maquinaria y Equipos se determinan en función de 

una serie de índices de precios publicados por el INE, en consonancia 

con el artículo 7.4 del RD 55/2017. 

- En relación con los costes de Personal, si bien se supeditan al 

cumplimiento de los límites establecidos en el RD 55/2017 (art. 5), se 

referencian a la variación salarial media pactada a nivel nacional del 

sector (recogida, tratamiento y eliminación de residuos) publicada por el 

Ministerio de Trabajo y Economía Social, aunque el convenio laboral de 

referencia mencionado en la cláusula 4 del PCAP para indicar los costes 

salariales de las personas empleadas para la ejecución del contrato es el 

Convenio Colectivo de limpieza pública, riegos y recogida de basuras, 

tratamiento y eliminación de residuos, limpieza y conservación del 

alcantarillado de la Provincia de Cáceres (Excepto Cáceres capital), por 

lo que se propone como índice de revisión la variación del salario base 

establecido en este Convenio. 

- Por lo que se refiere al coeficiente de los Costes no Revisables se indica 

que se incluyen los que figuran en la Tabla 3 de la Propuesta (vehículos 

en Renting y Seguros, tasas e impuestos (incluidos en costes fijos de 

maquinaria y equipos), Alquiler de Instalaciones, Suministros, 

Mantenimiento de instalaciones, Vestuario del Personal, EPIs y PRL, 

Equipos informáticos, Aplicaciones informáticas y Administración 

general (dentro de otros costes), gestión de residuos, amortizaciones, 
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gastos generales y finalmente beneficio industrial), en cumplimiento de 

los requisitos exigibles por el RD 55/2017. 

- Se recomienda incluir en la fórmula de revisión algún mecanismo para 

incentivar el comportamiento eficiente, conforme al artículo 7 del RD 

55/2017. 

 

CONCLUSIÓN 

Por lo expuesto, se emite el presente INFORME sobre la estructura de costes 

y fórmula de revisión de precios del Contrato del servicio de recogida y 

transporte de residuos domésticos y servicios complementarios en varios 

municipios de la Mancomunidad Trasierra-Tierras de Granadilla, con la 

finalidad de que se adapte su contenido a las consideraciones recogidas en el 

mismo. 

 


